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Me he decidido a presentar este trabajo sobre un tema de Amparo, 
por la gran importancia que dicha institución jurídica tiene para la de­
fensa de los derechos públicos subjetivos del individuo. 

Me anima también el carácter típicamente mexicano del Amparo, 
con hondas raigambres en nuestra procelosa vida política. En su incesan­
te lucha por salir avante en la defensa del individuo, después de un 
siglo de vida institucional y a pesar de su carácter eminentemente indi­
vidualista, no ha logrado aún satisfacer las exigencias de la completa 
defensa jurídica del individuo. 

Aún se debate en lucha constante con principios jurídicos qp.e no 
responden a las realidades sociales que vivimos, con la deficiente orga­
nización de nuestros tribunales federales y con la conciencia adormecida 
de nuestro pueblo que, (plenamente seguro de sus derechos y de la jus­
ticia) no osa recurrir a ~, prefiriendo hacerse justicia por propia mano; 
mientras, por otro lado, abundan los rábulas que abusando de su am­
plia protección interponen sin motivo justificado multitud de amparos 
"chicaneros" . 

Son éstos los motivos que me animan y mi ánimo no se ve amen­
guado por la circunstancia de que el tema no sea original ni por el hecho 
de que haya sido bastante debatido; por el contrario, aventuro una solu­
ción con el valor de mi incipiente preparación jurídica y mi escasa ex­
periencia en la materia. 

El tema es: "Suspensión en el Amparo de actos que se consuman 
en plazo perentorio". Mi punto de vista quizá no resista la réplica del 
Honorable Jurado que va a interpelarme; sin embargo, opino que todo 
Derecho, en cuanto tal, valioso porque da seguridad en las relaciones 
sociales, debe ser interpretado con miras a satisfacer el ideal justicia 
que, entre otros valores éticos, justifica en última instancia al mismo 
Derecho. 
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Es bien sabido que dentro del Derecho caben tanto lo justo como lo 
injusto, que hay normas jurídicas que no realizan positivamente el va­
lor justicia. 

Bien es cierto que la seguridad y certeza en las relaciones jurídicas 
justifican la intangibilidad de la norma jurídica por más injusto que 
sea su contenido; pues ese valor seguridad, aunque de menor categoría 
que el valor justicia, es condicionante de la realización de lo justo. 

Pero todo derecho, que como tal justifica su inviolabilidad por el 
valor seguridad que en primer término debe satisfacer, debe también 
ser interpretado en cada caso concreto, orientándolo hacia la satisfacción 
del valor justicia, de rango superior. 

Como un caso concreto de inviolabilidad de la norma jurídica, de 
contenido monstruoso, pero interpretada con miras a satisfacer el valor 
justicia, se cita por el pensador español, maestro de esta Facultad, Luis 
Recasséns Siches, en su obra Vida Humana. Sociedad r Derecho, el si­
guiente episodio de El Mercader de Venecia, de Shakespeare: 

Antonio, comerciante de Venecia, ha recibido en préstamo del usurero 
Shylock una suma de dinero que deberá devolver en determinado plazo. En este 
contrato se acordó como cláusula penal que, si Antonio el deudor incurriese en 
mora, su acreedor Shylock podría optar entre exigir el cumplimiento del contrato 
o cortar del cuerpo de Antonio en la parte del pecho una libra de su carne. An­
tonio incurrió en mora, y Shylock reclamó ante el juez su derecho a cortar la 
libra de carne en el pecho de Antonio. Ante lo monstruoso del caso, Bassanici, 
que quiere salvar a Antonio, pide al juez que quebrante una vez el Derecho pa­
ra que triunfe la justicia, y obligue al acreedor a aceptar una suma doble y a re­
nunciar a su pretensión de cortar la libra de carne del cuerpo de su deudor. Mas 
Porcia responde: "No puede ser, no debe ser. No hay poder en Venecia que 
pueda quebrantar una norma jurídica establecida. Esto podría constituir un pre­
cedente y de ello seguirse funestos errores en la vida de Estado". Pero el juez 
Porcia pronuncia su fallo respetando aquella cláusula penal monstruosa, y en 
perfecto acuerdo con el derecho vigente y sin olvidar las exigencias de la justicia 
que aspira a alcanzar todo derecho, resuelve: "Shylock tiene derecho a cortar 
una libra de carne del pecho de su deudor, pero bien entendido, una libra exac­
tamente, nada más, nada menos, porque si incurriese en exceso o en defecto, ya no 
se cumpliría con los términos del contrato y sería reo de un delito de lesiones". 

Menciono este episodio, no en un alarde de erudición de la cual 
carezco, sino como uno de tantos casos de derecho injusto y para apoyar 
mi tesis, que pretende hacer notar cómo los principios jurídicos que ri­
gen en materia de Amparo y particularmente en materia de suspensión 
conducen, en el caso concreto de actos que se consuman en plazo peren­
torio, a la misma situación de injusticia. 
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EL ACTO RECLAMADO 





El acto reclamado es presupuesto esencial del juicio de Amparo; 
en consecuencia se impone dar una idea, siquiera general, acerca del 
mismo. El amparo es un medio de defensa del individuo contra actos 
de la autoridad, lo que significa que el acto reclamado debe ser un 
acto de autoridad. 

Para determinar un acto de autoridad no basta que el acto sea im­
putado a un funcionario o servidor público, no basta determinar el sujeto 
del cual deriva el acto, sino que es necesario atender a la naturaleza 
jurídica del acto mismo. Efectivamente, tanto un particular como la 
autoridad pueden lesionar los intereses jurídicos del particular, tales 
como la vida, la libertad, la propiedad, etc.; pero cuando estos intereses 
son atacados por los particulares, tienen como defensa un juicio ordina­
rio que deriva de la ley civil, penal o mercantil y cuando son atacados 
por la autoridad, la defensa está en el juicio de Amparo. 

Para distinguir los actos de particulares de los actos de autoridad 
hay que hacer alusión a la idea de soberanía, de poder público, de fuer­
za pública que detenta el estado y que lo dota del poder jurídico nece­
sario para que, por simple declaración unilateral de voluntad, afecte la 
situación jurídica de los particulares causándoles un daño. Mas no todo 
funcionario puede ejecutar actos de autoridad; para esto es necesario 
que esté investido del poder público; ejemplo concreto es el del agente 
del Ministerio Público, funcionario, pero simple parte en un proceso, 
haciendo promociones ante el juez de la causa; caso éste en que el Mi­
nisterio público no ejecuta actos de autoridad. Es decir, para que un 
acto sea de autoridad, es necesario que sea ordenado o ejecutado por 
funcionarios o servidores públicos investidos del poder público que de­
tenta el Estado, capaz de causar transformaciones en la situación jurídica 
de los particulares por simple declaración de voluntad. 
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El acto reclamado, además de ser un acto de autoridad, debe cau­
sar un daño a los intereses de los particulares, pues contra los actos 
inocuos, aun siendo anticonstitucionales, no procede el amparo; pero el 
daño debe ser a intereses jurídicamente protegidos, es decir, el acto de 
autoridad debe ser susceptible de violar la Constitución, pues bien puede 
causar agravio y éste no ser reparable por la vía de Amparo, como cuan­
do se lesionan los derechos políticos. 

El acto reclamado, cuya naturaleza jurídica he tratado de esbozar, 
porque, como uno de los presupuestos esenciales del amparo, determina 
su procedencia, todavía se puede precisar más concretamente. Dentro 
de ese concepto general de acto reclamado existen particularizados mul­
titud de actos que analizaré a continuación, porque de la naturaleza par­
ticular de cada uno de ellos depende la procedencia de la suspensión en 
el juicio de Amparo. Distinguiré brevemente los actos siguientes: 

Actos existentes e inexistentes, 
Actos consumados de manera reparable y de manera irreparable, 
Actos que se consuman en plazo perentorio, 
Actos de tracto sucesivo, 
Actos futuros ciertos y futuros inciertos, 
Abstenciones, 
Actos discrecionales y actos normados, y 
Actos consentidos y derivados de actos consentidos. 

ACTOS EXISTENTES E INEXISTENTES 

La distinción entre actos existentes e inexistentes es fácil de apre­
ciar por simple y elemental lógica. Sin embargo, su importancia es su­
ma ya que la inexistencia del acto será causa de que se niegue la sus­
pensión. Además, la inexistencia puede ser real o simplemente legal. En 
la inexistencia real, el acto reclamado no existe lisa y llanamente, como 
cuando por simple temor se pide amparo contra un acto de autoridad 
que se supone ha sido ordenado y dicho acto no ha sido ordenado aún. 
Pero el acto reclamado puede existir realmente, la autoridad responsable 
ha ordenado su ejecución; mas si lo niega en su informe previo y el agra­
viado no prueba en la audiencia incidental que dicha orden fué girada, 
el acto es inexistente desde el punto de vista legal e igualmente se negará 
la suspensión. 
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ACTOS CONSUMADOS DE MANERA REPARABLE Y DE MANERA 
IRREPARABLE 

I 

Distinción más importante aún es la de actos consumados de m:d ." 
nera reparable y de manera irreparable. C. t', I ' 

El acto consumado es aquel en el que la orden de la autoridad ha 
sido ya ejecutada, pertenece al pasado y sobre él no opera la suspensión 
por no ser de la naturaleza de ésta tener efectos retroactivos; la suspen­
sión sólo tiene efectos para el futuro, marcando el alto a la autoridad 
responsable, para prevenir el nacimiento de un acto que puede causar 
graves perjuicios al particular, o bien para detener la consumación total 
de un acto que dejaría sin materia el juicio de Amparo. 

Los actos consumados de manera reparable son aquellos de efectos 
puramente jurídicos, efectos susceptibles de anularse por la sentencia 
que otorgue la protección constitucional y que permiten que ésta tenga 
los efectos restitutorios que le son propios. 

El Lic. Mariano Azuela, en sus apuntes taquigráficos Introducción 
al Juicio de Amparo Mexicano, ofrece el siguiente ejemplo: "El tercero 
extraño al juicio, reclama un procedimiento de ejecución que ilegal­
mente ha venido afectando sus propiedades o posesiones; el procedimien­
to, iniciado con un embargo, ha llegado hasta el remate, la adjudicación 
del inmueble rematado al postor, el otorgamiento de la escritura, su ins­
cripción en el Registro Público de la Propiedad; nada, sin embargo, está 
irreparablemente consumado; la sentencia que otorgue el amparo puede 
y debe determinar la anulación de todos estos procedimientos, mediante 
lo cual surte sus efectos restitutorios; caen por tierra el embargo, las 
almonedas, el fincamiento del remate, la escritura de adjudicación, 
las anotaciones en el Registro Público de la Propiedad y el quejoso read­
quiere la plena posesión del inmueble". 

En cambio, el acto se ha consumado irreparablemente con efectos 
materiales, de tal manera que la sentencia que posteriormente otorgue 
el amparo no puede anular dichos actos y restituir al quejoso en el goce 
de la garantía individual violada. Como casos concretos de actos consu­
mados de manera irreparable tenemos la privación de la vida, la de­
molición de un edificio, etc. En estos casos es impotente el amparo por 
la imposibilidad de restituir al quejoso en el goce del derecho violado, 
porque la no intervención oportuna de la suspensión dejó que se consu­
mara el acto irreparablemente. 

23 



ACTOS QUE SE CONSUMAN EN PLAZO PERENTORIO 

Respecto de estos actos que se realizan en breve tiempo, de días y 
aun de horas, surge el problema de que no pudiéndose resolver el ampa­
ro en tiempo tan breve, éste funcionará exclusivamente para los efectos 
de la suspensión, la que tendrá que concederse o negarse tratando de con­
ciliar el interés del particular con el interés social en que el acto se lleve 
a cabo y dejar sin materia el juicio de Amparo sin entrar al estudio de 
la constitucionalidad o inconstitucionalidad del acto reclamado. De acuer­
do con la doctrina que rige en la materia, la suspensión no procede en 
el caso planteado porque deja sin materia el juicio de Amparo y engen­
dra efectos restitutorios. Pero, igualmente se deja sin materia el amparo 
y, además, se causan daños irreparables al quejoso al no otorgarse la 
suspensión. 

La actividad prohibida al quejoso es de las que se realizan en breve 
tiempo: un día. Por ejemplo, una función teatral, una corrida de toros 
o cualquiera otro espectáculo; se han hecho gastos de publicidad, con­
tratación del local, de artistas, etc., ocurre al amparo con solicitud de 
la suspensión, se le niega ésta porque el concederla deja sin materia el 
juicio en lo principal; pero el no concederla también deja sin materia 
el amparo, pues cuando éste se resuelva ya pasó la fecha fijada para el 
espectáculo. 

ACTOS DE TRACTO SUCESIVO 

Los actos de tracto sucesivo o continuos son aquellos que se reali­
zan por etapas, en actos sucesivos que se prolongan en un tiempo más 
o menos largo. Como el nombre lo indica en "tractus", es decir, en espa­
cios de tiempo sucesivos o continuos. 

Como actos de tracto sucesivo citaremos los embargos en materia 
civil y administrativa, la privación de la libertad personal en materia 
penal, y las abstenciones, particularmente en materia administrativa. 

El embargo, que el maestro Azuela cita como ejemplo de los actos 
que se consuman de manera reparable, le sirve también como ejemplo 
de los actos continuos; pero en este caso concreto se refiere exclusiva­
mente al embargo de bienes que producen frutos o a la intervención de 
negociaciones. Y a se ejecutó el auto de exequendo, se inscribió en el 
Registro Público de la Propiedad y se giraron órdenes a los inquilinos 
para que las rentas no las paguen al propietario sino al depositario desig­
nado. Sobre todos estos actos ya ejecutados no opera la suspensión y las 
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rentas cobradas no le serán restituídas al quejoso sino por la sentencia 
que le otorgue el amparo; pero, como las rentas se van cobrando por 
mensualidades, la suspensión permite al quejoso que las rentas por co­
brar le sean pagadas a él. 

Entre los actos de tracto sucesivo es de suma importancia la priva­
ción de la libertad personal, tanto por la calidad de la garantía prote­
gida, cuanto porque, no operando la suspensión sobre las etapas ya con­
sumadas del acto de privación, es decir, sobre la privación de libertad 
ya sufrida, ésta se habrá consumado irreparablemente y no podrá reme­
aiarla ni el mismo amparo que posteriormente se conceda, y al particu­
lar sólo queda, como último recurso, gestionar la indemnización corres­
pondiente por la injusta privación de su libertad personal, lo que será 
objeto de un enjuiciamiento del Estado muy difícil de llevar con éxito. 

Entre los actos continuos, muy importantes también, tenemos las 
abstenciones, en las cuales la autoridad se niega a actuar. En estos casos, 
sin embargo, la gravedad no estriba en la naturaleza continua del acto 
sino, como en los actos que se realizan en breve tiempo, en el hecho de 
que la suspensión engendraría efectos restitutorios dejando sin materia 
el amparo. 

ACTOS FUTUROS CIERTOS Y FUTUROS INCIERTOS 

Los actos futuros, que proyectan sus efectos en el tiempo, se oponen 
a los actos ejecutados que pertenecen al pasado. Sobre ellos sí opera 
la suspensión; mas no todo acto futuro es susceptible de impugnar se en la 
vía de amparo y menos aún será objeto de suspensión, por lo que hay 
que distinguir: actos futuros ciertos y actos futuros inciertos. 

Los actos futuros ciertos o inminentes son aquellos en los que la 
()rden para su ejecución ya ha sido dada por la autoridad y es indiscu­
tible que se ejecutarán, no importa el tiempo más o menos próximo de 
su ejecución, ya que jurídicamente es seguro que serán ejecutados. 

En cambio, el acto futuro incierto o probable, no es sino una simple 
sospecha, un simple temor más o menos fundado del particular; por 
ejemplo, se pide amparo con solicitud de la suspensión contra las pro­
mociones del Ministerio Público que en un proceso pide al juez de la 
causa que gire una orden de aprehensión, que dicte el auto de formal 
prisión o que pronuncie sentencia condenatoria. Estos actos son actos 
futuros inciertos, pues el juez puede dictar dicha orden, auto o senten­
cia, pero bien puede también no dictarlos. Contra estos actos será impro-
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c~de,nte el amparo y se negará la suspensión. En cambio si el juez ya 
dIcto la orden de aprehensión, el auto de formal prisión o la sentencia 
condenatoria, estos actos se ejecutarán indiscutiblemente; tienen el ca­
rácter de futuros ciertos y contra ellos es procedente el amparo y la 
suspensión. 

ABSTENCIONES 

Las abstenciones son aquellas en las que la autoridad se niega a 
actuar, se abstiene. Estos actos, aun implicando violación de garantías, 
no son susceptibles de suspensión, porque se dice que la nada, la no 
actuación no puede suspenderse; además, de concederse la suspensión 
se obligaría a la autoridad a actuar en el sentido en que lo desee el par­
ticular resolviendo en el fondo del asunto sin entrar al estudio de la 
constitucionalidad o inconstitucionalidad del acto impugnado, dejando 
sin materia el amparo; además, esto sería de efectos prácticos desastro­
sos, pues implicaría obligar a la autoridad a conceder una pensión o 
una autorización cualquiera que hubiera negado, con la simple inter­
posición del amparo, lo que daría lugar a que se utilizara el amparo 
para satisfacer los más caprichosos y absurdos deseos de los particu­
lares. 

ACTOS ARBITRARIOS 

El acto arbitrario es un acto de fuerza del poder público que pasa 
por encima de la norma jurídica; no se basa en un criterio previo ge­
neral, sino que obedece al capricho, al antojo del que detenta el poder 
público. Lo arbitrario no es sinónimo de lo injusto como se le toma en 
su acepción vulgar; dentro de lo arbitrario así como dentro de lo jurí­
dico' caben tanto lo justo como lo injusto, aunque es cierto que, siendo 
lo arbitrario la voluntad caprichosa del que tiene el poder máximo, se 
presta más a las injusticias. 

Como caso concreto de un acto arbitrario, el pensador español Luis 
Recasséns Siches en su obra Vida Humana, Sociedad y Derecho, relata 
de la siguiente manera el hecho del "molinero de Potsdam" que registra 
la historia prusiana de tiempos de Federico 11: 

Un molinero de Potsdam poseía un predio .en la parte baja de una ladera, 
que recibía una corriente de agua que antes atravesaba un fundo vecino. El pro­
pietario de éste, por móviles de enemistad exclusivamente y sin ningún beneficio 
para sí, desvió la corriente de aguas de manera que ya no entrase en la finca del 
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molinero. Este demandó a su vecino por tal hecho, mas no estando prevenido el 
abuso del derecho en las normas vigentes a la sazón en Prusia, el juez desestimó 
su demanda. El pobre molinero acudió en apelación ante el Tribunal Superior; 
pero éste confirmó la sentencia recurrida. Como este asunto era para el molinero 
algo de vida o muerte, fué a contar sus cuitas al monarca Federico 11, quien, al 
enterarse del caso y considerando injusta la resolución dictada, la revocó por 
mandato personal y, además, castigó a los jueces que la habían dictado a unos 
meses de arresto en un castillo. 

Indiscutiblemente que el mandato arbitrario del monarca era más 
justo que la sentencia de los tribunales prusianos, fundada en el fiel cum­
plimiento del derecho positivo vigente, que era, a todas luces, un dere­
cho injusto, pues permitía el abuso del derecho en perjuicio de los 
terceros. 

Implicando lo arbitrario la violación de las normas jurídicas vi­
gentes, es lo más peligroso que pueda sufrir la sociedad por el hecho de 
destruir la seguridad y certeza de las relaciones sociales, así como por 
la circunstancia de que supone la supremacía de un hombre sobre los 
demás, a quienes impone su voluntad caprichosa. El acto arbitrario, por 
provenir de la autoridad máxima que actúa extramuros del derecho, 
dando a sus mandatos una fuerza de imposición inexorable, es, por lo 
mismo, inapelable, es decir, está fuera de todo control jurídico. 

ACTOS DISCRECIONALES Y ACTOS NORMADOS 

Lo discrecional, a diferencia de lo arbitrario, se da dentro del de­
recho, tiene como fundamento una norma jurídica que faculta amplia­
mente el órgano estatal para proceder; pero siempre dentro de un cri­
terio general, que no es por cierto la voluntad caprichosa del gobernan­
te, sino la satisfacción de necesidades colectivas inaplazables. 

En el acto discrecional, la autoridad procede subjetivamente, impo­
niendo su voluntad dentro de un campo muy amplio y es obvio que así 
sea, ya que el poder discrecional se otorga cuando están presentes nece­
sidades colectivas, prevalecientes en toda relación social. Por estas razones 
es improcedente el amparo contra los actos discrecionales, y así lo esta­
blece nuestra ley de Amparo, aunque limitativamente, en su artículo 
73, fracción VIII. 

Sin embargo, el poder discrecional está limitado a cierta esfera de 
acción; en los sistemas jurídicos más avanzados constituyen "desvío 
de poder" los actos de la administración que aunque no infrijan ninguna 
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ley o reglamento, significan abuso de las facultades discrecionales que 
se utilizan para fines distintos de aquellos para los cuales fueron otor­
gadas. Cuando esto sucede, los actos discrecionales están sujetos a con­
trol jurídico y son susceptibles de impugnación en la vía de amparo. 

El acto normado es aquel que está sometido a una norma jurídica 
vigente, aplicable a todos los casos análogos por parejo y que ata por 
igual tanto al gobernado como al gobernante. Los actos normados ga­
rantizan mejor los derechos del individuo; pues de esta manera busca 
el derecho la seguridad en las relaciones sociales, excluyendo toda in­
tervención fortuita y caprichosa de la voluntad humana. 

ACTOS CONSENTIDOS Y ACTOS DERIVADOS DE ACTOS 
CONSENTIDOS 

Los actos consentidos pueden serlo expresa o tácitamente. La frac­
ción XII del artículo 74 de la ley de Amparo señala como actos de con­
sentimiento tácito aquellos en los que no se interpuso el recurso dentro 
del término que concede la ley. 

Los actos derivados de actos consentidos son de consentimiento tá­
cito; se consintió, por ejemplo, una ley que admitía el amparo desde su 
publicación, si no se impugnó oportunamente no podrán impugnarse los 
acto_s de ejecución de la misma; se admitió un requerimiento de pago 
con apercibimiento de embargo, si se admitió el requerimiento no podrá 
impugnarse el embargo, por ser éste derivación del requerimiento con­
sentido. 

Contra estos actos, al no proceder el amparo, es obvio que la sus­
pensión, como institución subsidiaria, tampoco procederá. 
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LA SUSPENSION DEL ACTO RECLAMADO 
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La suspenSlOn en el juicio de Amparo es una medida de orden 
cautelar, es una medida provisional para asegurar los intereses jurídicos 
del quejoso cuando su derecho es aún incierto; es decir, la suspensión 
en el amparo no prejuzga sobre la constitucionalidad del acto reclamado. 

En un juicio ordinario se dictan medidas provisionales de cautela 
o conservación, como embargos precautorios, aseguramiento de bienes, 
etc., antes de que se declare la voluntad concreta de la ley, antes de que 
se determine si el derecho existe o no. Estas medidas de cautela o con­
servación concedidas al actor en el procedimiento, se justifican ante la 
inminencia de un daño jurídico a un derecho o a un posible derecho del 
actor; pues el deudor, por ejemplo, puede deshacerse de sus bienes 
mientras se decide la certeza del derecho del actor y éste quedar sin po­
sibilidad de que la sentencia favorable posterior se ejecute. 

Si estas medidas cautelares se justifican en un juicio ordinario, en 
el que se debaten derechos entre particulares, con más razón se justifi­
can en el juicio de Amparo por la calidad de los derechos que se pueden 
lesionar al quejoso, máxime que es la autoridad quien puede lesionados, 
ante la cual el individuo está en situación desventajosa, lo que no ocu­
rre cuando contienden dos particulares. Y en el caso concreto de actos 
que se consuman en plazo perentorio, la suspensión, como medida cau­
telar o de conservación, no sólo se justifica, sino que se impone como 
una necesidad urgente, porque, como se hará ver más adelante, el no 
decretada deja consumar el acto irreparablemente con graves daños al 
quejoso. 

La suspensión del acto reclamado es la institución mater del juicio 
de Amparo, es su parte medular, elemento sine qua nOn que tiende a la 
conservación del acto reclamado, materia del amparo; su importancia es 
a tal grado capital en el juicio de Amparo, que el Lic. Romeo León Oran­
tes, en su libro El Juicio de Amparo, se expresa así acerca de ella: "Es 
para el juicio lo que éste es para la Constitución, por cuanto que el medio 
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más efectivo de garantizar la vida real y los efectos prácticos de aquél 
es la posibilidad legal de paralizar preventivamente los efectos del acto 
inconstitucional" . 

El amparo, tan justamente ponderado, no sería eficaz sin los efec­
tos prácticos de la suspensión; su función tutelar no pasaría de ser un 
bello enunciado. Para corroborarlo bastaría pensar solamente en todos 
aquellos casos en que el acto reclamado se consuma de manera irrepa­
rable, actos que si no se suspenden dejan sin materia el juicio de Garan­
tías por la imposibilidad de que la sentencia que otorgue el amparo 
ejerza su función de restituir al quejoso en el goce de la garantía indi­
vidual violada; o bien en aquellos otros casos en que el acto reclamado 
se consuma en breve tiempo, en los cuales la suspensión es el único mo­
tivo del amparo, y de no concederse ésta el amparo no tendría ningún 
objeto; o en los actos de tracto sucesivo, en particular la privación de la 
libertad personal, en la que, de no intervenir la suspensión oportun~­
mente, se causarán daños irreparables al quejoso en cuanto a aquellas 
etapas del acto ya consumadas. 

Es de lógica elemental que la suspensión no opere sobre los actos 
ya consumados; pues el mismo significado gramatical del vocablo está 
expresando que es la paralización o cesación de algo, que en concreto 
se llama acto reclamado. 

La suspensión puede operar: sobre un acto en ejecución ya iniciado 
o sobre un acto no nacido aún en su ejecución, es decir, sobre un acto 
apenas ordenado y próximo a ejecutarse. En el primer caso, la suspen­
sión será eficaz si su intervención es oportuna para evitar la total rea­
lización del acto ya iniciado en su ejecución, pues paralizándolo a tiem­
po evita al quejoso daños tal vez irreparables y lo protege temporalmente 
poniéndolo en el goce de la garantía violada. Mas si la suspensión es 
importante cuando impide la total consumación del acto, incuestiona­
blemente que su intervención será más eficaz si evita que el acto nazca, 
que se inicie en su ejecución. Es decir, en su función preventiva marca 
el alto oportuno a la autoridad responsable que trata de ejecutar un acto 
en flagrante violación de los derechos del individuo, acto que, ya eje­
cutado, tal vez no permitirá se restituya al quejoso en sus derechos por 
ser de los que se consuman irreparablemente. 

Aunque no siempre será posible esta función preventiva de la sus­
pensión, es sin embargo indispensable y urgente en casos tan graves co­
mo la privación de la libertad personal y otros en los que una vez inicia­
do el acto no será posible, aun otorgándose el amparo, restituir al que-
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joso en el goce de la garantía individual violada por lo que respecta a 
las etapas del acto ya consumadas. 

La suspensión, a pesar de ser institución fundamental en el juicio 
de Amparo y de tener éste un siglo de vida institucional, es objeto de una 
reglamentación todavía deficiente. La doctrina y las tesis de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación en la materia, no responden a las exigen­
cias de la realidad social imperante, que requiere más liberalidad en el 
otorgamiento de la suspensión para proteger mejor los derechos públi­
cos subjetivos del individuo. 

En los cien años de vida institucional del juicio de Amparo, aunque 
saliendo siempre avante y salvando grandes tropiezos, no ha evolucionado 
mucho en su institución mater y, en último caso, su evolución ha sido 
lenta. 

Don Toribio Esquivel Obregón menciona un recurso que en tiem­
pos de la Colonia hacía valer la persona agraviada por una resolución 
del virrey, por considerar que se extralimitaba en su jurisdicción y que 
el hecho era del conocimiento de la Justicia. La Audiencia conocía de 
este recurso de apelación y "suspendía" el curso de los autos en tanto 
que decidía si el acto era de gobierno o de justicia. 

En la segunda de las siete leyes constitucionales de 1836 se creó 
el "reclamo", recurso que suspendía el procedimiento hasta que resol­
vía la Corte o los tribunales de los departamentos. Aunque es cierto que 
la suspensión se refería exclusivamente a la calificación del monto de la 
indemnización en los casos de expropiación por causa de utilidad públi­
ca, no es menos cierto que es el primer caso de suspensión en la legis­
lación del México independiente. 

En el proyecto de la minoría para elaborar la Constitución de 1842, 
se daba competencia a la Corte para conocer del "reclamo", dejando la 
suspensión del acto reclamado a los tribunales superiores de los estados; 
lo que se debía a que, en este proyecto elaborado por Mariano Otero, 
Espinosa de los Monteros y Muñoz Ledo, sólo procedía el amparo contIa 
las autoridades locales, de las que se excluía al Poder Judicial. 

El Acta de Reformas de 1847 da vida institucional definitiva al jui­
cio de Amparo. El Lic. Alfonso Noriega jr., en sus apuntes de amparo~ 
dice: 

Si tuviéramos que levantar el acta de nacimiento del juicio de Amparo, ten. 
dríamos que asentar que nació el 18 de mayo, en el artículo 25 del Acta de Re­
formas de 1847 y atribuirle su paternidad a don Mariano Otero. 
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No olvidamos, desde luego, que don Manuel Crecencio Rejón, en 
su Constitución de 1840 para el Estado de Yucatán creó el juicio de Am­
paro para su estado natal; menos aún, que su Amparo era superior al de 
Otero en cuanto procedía contra todas las autoridades, sin excluir las 
judiciales como el de éste, y que en 1846 formula su proyecto de Am­
paro para el Acta de Reformas de 1847 y que no presentó por enferme­
dad. Su influencia en las ideas de don Mariano Otero es indiscutible. 

En el proyecto de don José Urbano Fonseca de 1852 y bajo la vi­
gencia del Acta de Reformas de 1847 se hace una alusión general a 
la suspensión del acto reclamado, sin reglamentarIa con precisión. 

La Constitución de 1857, que establece definitivamente el juicio 
d.e Amparo en sus artículos 101 y 102, ni siquiera alude a la suspensión 
del acto reclamado. 

La primera ley orgánica del Amparo fué la de 1861. Respecto a 
la suspensión, estaba establecida corpo resultado de la apreciación uni­
lateral del juez, quien la concedía o negaba de motu proprio, sin proce­
d.imiento contencioso. 

La segunda ley orgánica de 1869 ya hace de la suspensión un pro­
cedimiento contencioso, ya no se concederá ésta por simple apreciación 
unilateral del juez, sino que será el resultado de un pequeño juicio, de 
un verdadero incidente en el que se resolverá después de una audiencia. 
Además, hacía la distinción tácita entre suspensión provisional y defi­
nitiva. 

La ley de Amparo de 1882 agrega a las anteriores la procedencia 
del recurso de revisión ante la Corte contra las resoluciones que negaran 
u otorgaran la suspensión. Establece, además, la suspensión contra la 
privación de la libertad personal, pago de impuestos, multas y hechos 
supervenientes. 

El Código de Procedimientos Federales de 1897, en cuyo articu­
lado estaba contenida la reglamentación sobre el Amparo, establecía 
como nueva modalidad la no procedencia de la suspensión contra los 
actos negativos. El Código de Procedimientos Civiles de 1908, en cuyo 
articulado se reglamentaba también el Amparo, distingue la suspensión 
de oficio y la suspensión a petición de parte. 

La Constitución vigente establece el juicio de Amparo en sus ar­
tículos 103 y 107. El 103 fija los casos en que es procedente el amparo 
y el 107 las bases para su reglamentación, refiriéndose en particular a 
la suspensión en las fracciones V, VI, IX y X. 
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La fracción V se refiere a la suspenSlOn en las sentencias defini­
tivas penales y la VI a la suspensión en las sentencias definitivas civiles; 
ambas cuando se trata del amparo directo_ 

La fracción IX en su último párrafo, establece las bases del amparo 
indirecto y, respecto a la suspensión, sólo menciona la provisional. 

La fracción X se refiere a la responsabilidad en que incurre la auto­
ridad que debiendo suspender el acto no lo hace. 

Las leyes de Amparo reglamentarias de los artículos 103 y 107 cons­
titucionales de la Carta Magna en vigor, son las de 1919 y la vigente 
-de 1936. La ley de Amparo de 1919 poco agrega a las anteriores y la 
vigente de 1936, aunque contiene una reglamentación más amplia y de­
tallada de la suspensión, es aún deficiente, pues en materia de la liber­
tad personal no contiene disposiciones legales lo bastante amplias como 
para garantizar plenamente esta garantía y no mencionando siquiera 
los actos que se consuman .en plazo perentorio, respecto a los negativos 
sólo alude a ellos en su artículo 80 para determinar los efectos de la 
sentencia que otorgue el amparo, que son: "Obligar a la autoridad res­
ponsable a que obre en el sentido de respetar la garantía de que se trate 
y a cumplir, por su parte, lo que la misma garantía exija". En fin, hay 
casos de suma gravedad que nuestra ley de Amparo no prevé o no re­
suelve satisfactoriamente. 

Nuestra ley de Amparo vigente reglamenta también la suspensión 
de oficio, la suspensión a petición de parte y la suspensión provisionaL 

La suspensión de oficio la reglamenta en el artículo 123 estable­
d endo que se decretará de plano en el mismo auto en que el juez admita 
la demanda y que se comunicará sin demora a la autoridad responsable 
para su inmediato cumplimiento, por la vía telegráfica si fuere necesa­
rio, en los términos del último párrafo del artículo 23, es decir, con la 
obligación para los jefes y encargados de las oficinas de telégrafos de 
recibir y transmitir, sin costo alguno para los interesados ni para el go­
bierno, los mensajes y oficios en que se demande amparo así como los 
que expidan las autoridades que conozcan de la suspensión. 

La suspensión de oficio procede para aquellos casos graves en que, 
de consumarse el acto reclamado, se dejaría sin materia el amparo. La 
fracción I del artículo 123 enumera limitativamente : "los actos que im­
p orten peligro de privación de la vida, deportación o destierro o alguno 
a e los prohibidos por el artículo 22 de la Constitución Federal", es decir, 
mutilación, infamia, marca, azotes, palos, tormentos de cualquier espe-
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cie, multa excesiva, confiscación de bienes, penas inauditas y trascen­
dentales. 

La fracción II la declara procedente "cuando se trate de algún otro 
acto que, si llegare a consumarse, haría físicamente imposible restituir 
al quejoso en el goce de la garantía individual violada. 

La suspensión a petición de parte está reglamentada por el artículo 
124·, que la condiciona a los tres siguientes requisitos: 

l. Que la solicite el agraviado. 
II. Que no se siga perjuicio al interés general ni se contravegan 

disposiciones de orden público. 

III. Que sean de difícil reparación los daños o perjuicios que se 
causen al agraviado. 

En conclusión, la suspensión a petición de parte está condicionada 
a que se cause un perjuicio de difícil reparación al particular y a que 
no se sigan perjuicios a la sociedad; habrá, pues, que elegir entre uno u 
otro, problema bastante arduo, ya que el concepto de interés general es 
algo vago aún, no precisado por la doctrina y no podrá precisarse a priori 
sino en cada caso concreto; aunque habrá casos en que éste sea evidente 
como cuando se trata de disposiciones de salubridad pública, traba jo, 
materia agraria, etc. 

La suspensión provisional la reglamenta el artículo 130, condicio­
nándola a los casos en que proceda la suspensión a petición de parte 
y que haya peligro inminente de que se ejecute el acto reclamado con 
notorios perjuicios para el quejoso; deja al arbitrio del juez concederla 
o no, exceptuando el caso de restricción a la libertad personal fuera de 
procedimiento judicial, en el que ya no es facultativo para el juez con­
cederla o negarla, debiendo concederla siempre. 

La suspensión provisional la decretará el juez desde luego, con la 
sola presentación de la demanda y durará hasta que se decida sobre 
la suspensión definitiva, tomando el juez las medidas necesarias para 
que no se defrauden derechos de tercero (garantía) o para garantizar 
el interés social, asegurando al quejoso a fin de que no se substraiga 
a la acción de la justicia (presentación al juzgado, vigilancia de la po­
licía) . 

El artículo 136 establece que "si el acto reclamado afecta la liber­
tad personal, la suspensión sólo producirá el efecto de que el quejoso 
quede a disposición del juez de distrito, únicamente en lo que se refiere 
a su libertad personal. Es decir, la suspensión por sí sola, no pone en 
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libertad al quejoso, sólo lo pone a disposición del juez de distrito y éste 
concederá la libertad personal a través de la suspensión provisional, si la 
detención ha sido hecha por autoridades administrativas; pero si la de­
tención ha sido hecha por orden de autoridades judiciales, el juez de Am­
paro no está obligado a conceder la suspensión provisional, y respecto 
a la definitiva, podrá concederla con la limitación que establece la frac­
ción I del artículo 20 constitucional, es decir, siempre que el delito que 
se impute al acusado no merezca ser castigado con una pena de prisión 
mayor de cinco años. 

La suspensión no impide que el quejoso sea consignado por el de­
lito que se le imputa o bien que se continúe el proceso incoado en su 
(;ontra; así lo establece el artículo 136 de la ley de Amparo, que dice 
que la suspensión sólo producirá el efecto de poner al quejoso a dispo­
sición del juez de distrito en lo que se refiere a la libertad personal. 
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SUSPENSION EN EL AMPARO DE ACTOS 
QUE SE CONSUMAN EN PLAZO 

PERENTORIO 





Los primeros 29 artículos de nuestra Carta Magna consagran los 
derechos públicos subjetivos del individuo, llamados también garantías 
individuales, derechos que el individuo, como sujeto activo, opone al ór­
gano estatal como sujeto pasivo de la relación jurídica. 

El Lic. Ignacio Burgoa, en su obra Las Garantías Individuales, cla­
sifica éstas en garantías de igualdad, de libertad, de propiedad y de 
seguridad jurídica, en cuanto al contenido del mismo derecho, y en cuan­
to se atiende a la naturaleza de la obligación que nace para el órgano 
estatal, en actos positivos y abstenciones, según que la garantía indi­
vidual imponga a la autoridad una obligación de hacer o una obligación 
de no hacer, de no prohibir. Pues bien, a excepción del artículo 8 de la 
Constitución que consagra el derecho de petición y que impone al órgano 
estatal la obligación correlativa de hacer, obligación positiva y que por 
ende violará ese derecho con una abstención, con excepci ón de este ar­
tículo, repetimos, todos los demás imponen al estado una conducta pasi­
va, de no hacer, y, en consecuencia se violan esas garantías con la acti­
vidad del Estado, que prohibe el ejercicio de las mismas más allá de las 
limitaciones que establece la misma Constitución. 

Pero la vida social no permite el ejercicio absoluto y sin limitaciones 
de ningún derecho, sino que éstos se ven limitados por el derecho de los 
demás y por el orden público, la moral pública, en fin, por lo que gené­
ricamente se llama interés social. De esta suerte, los artículos que con­
sagran las garantías individuales contienen también las limitaciones a 
las mismas, aparte de que en otros artículos de la misma Constitución 
se contienen más limitaciones. 

Así tenemos que respecto a las garantías de libertad contenidas en 
los artículos 4, 6, 7, 9, 10, 11, 24, 25 y 28 estos mismos artículos con­
tienen las limitaciones a las mismas. Las garantías de igualdad están 
contenidas en los artículos 1, 2, 12, 13, 15 y 29 constitucionales. Las 
garantías de seguridad jurídica están contenidas en los artículos 14, 16, 
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17, 18, 19, 20, 21, 22, 23 Y 26. La garantía de propiedad está consa­
grada en el artículo 27 constitucional con las limitaciones, entre otras, 
de imponerle las modalidades que dicte el interés público, fraccionando 
los latifundios para dotar y restituir tierras a los poblados, para crear 
nuevos centros de población, etc., y la sujeta a expropiación por causa 
de utilidad pública. 

Todas estas garantías consagradas en los primeros 29 artículos de 
la Constitución Federal, con sus respectivas limitaciones, imponen a la 
autoridad una conducta de no hacer, de respeto a la garantía individual 
y se violan cuando la autoridad prohibe el ejercicio del derecho público 
subjetivo más allá de las limitaciones que establece la propia Consti­
tución. 

El acto prohibitivo es un acto positivo, en cuanto la autoridad actúa. 
y siendo el acto prohibitivo de naturaleza positiva, es susceptible de 
suspenderse; además es también, por naturaleza, acto continuo y por 
ende susceptible de suspenderse en cualquiera de las muchas etapas de 
su ejecución; pero, con el fin de evitar perjuicios irreparables al que­
joso, es necesaria una suspensión rápida para que sea eficaz, ya que sólo 
así podrá tener el amparo que posteriormente se conceda los efectos res· 
titutorios que le caracterizan. 

Sin embargo, surge un problema jurídicamente insoluble respecto 
de aquellos actos de autoridad que prohiben actividades que se desarro­
llan en breve tiempo; por ejemplo, se prohibe la actuación de una actriz 
infantil para la función que ya ha sido anunciada, con gastos de propa­
ganda y boletos vendidos, o a un comerciante que abra su establecimiento 
en-determinada fecha, o bien se trata de prohibir una corrida de toros, 
una función de cine, etc. Estas prohibiciones pueden implicar fuertes pér­
didas a los particulares con mengua de sus garantías de libertad de 
trabajo, de comercio, etc., so pretexto de un interés social ficticio, simples 
pretextos para justificar la satisfacción de intereses particulares. En estos 
casos concretos, el conflicto existe en cuanto si se concede la suspensión 
se da a ésta efectos restitutorios, los que son propios y exclusivos de la 
sentencia que otorgue el amparo; se arguye que, conceder la suspensión 
es dar a ésta el carácter de un amparo provisional, pues de hecho re­
suelve sobre el fondo del asunto y el amparo queda sin materia. Es cierto 
que la suspensión limita su función exclusivamente a proteger al indi­
viduo temporalmente mientras se decide el amparo y, en cuanto a su 
procedencia, sólo debe atenderse a que se cause daño al quejoso y no se 
cause al interés social; pero también es cierto que a través de clh ejerce 
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el amparo su función protectora del individuo, lo que no se logrará si 
se niega, porque el acto reclamado se consumará irreparablemente. 

Con base en la más elemental lógica jurídica, la suspensión no se 
concederá por engendrar efectos restitutorios y dejar sin materia el am­
paro, pues al suspender la prohibición, restituyendo temporalmente al 
quejoso en el goce de la garantía individual violada, anticipa los efec­
tos del amparo, haciendo veces de un amparo provisional. 

Todo esto sin entrar a estudiar el fondo del asunto, sin estudiar la 
constitucionalidad o inconstitucionalidad del acto reclamado. Es decir" 
conceder la suspensión contra actos prohibitivos de actividades que se 
realizan en breve tiempo, pugna con los principios científicos en que 
se apoya nuestro juicio de Amparo y, particularmente, con la naturaleza 
propia de la suspensión. 

Efectivamente, estos argumentos, principios básicos del juicio cons­
titucional, son jurídicamente incontrovertibles; pero, estos mismos argu­
mentos sirven de base para que la suspensión sea concedida, porque si el 
concedarla deja sin materia el juicio, el no concederla también, con 
la circunstancia, además, de que el acto reclamado puede ser notoria­
mente violatorio de la Constitución y causar ilegalmente graves e irrepa­
rables perjuicios al particular. 

Es cierto que la suspensión tiende a conservar la materia del am­
paro; pero también a no causar daños de difícil reparación al quejoso, 
para lo cual deberá intervenir oportunamente. De esta manera la sus_o 
pensión, con ser un simple incidente en el juicio, se convierte en su parte' 
medular, a tal grado que si se concede o se niega, ésto implica la nega­
ción o concesión del amparo mismo, el que funcionará exclusivamente 
para los efectos de la suspensión. 

Pues bien, según la doctrina y la jurisprudencia de la Corte, la sus­
pensión no es de concederse, y, cosa curiosa, por respeto a los principios 
doctrinales del juicio de Garantías se llega a una situación contradicto­
ria, de negación de la misma función tutelar encomendada al juicio 
constitucional, permitiéndose la violación consciente de las garantías in­
dividuales y dejando al individuo a merced de los desmanes de la auto­
ridad. 

Es indiscutible que el Amparo es una institución jurídica, con prin­
cipios científicos elaborados a través de un siglo de vida institucional; 
pero también es cierto que es una institución eminentemente práctica, 
cuyo objeto final es la protección del individuo contra los abusos dd 
poder. 
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El amparo es una valla puesta a las autoridades para que éstas no 
rebasen el límite que les fijan las normas que regulan su actividad. Ahora 
bien, teniendo en cuenta que el derecho se justifica por los valores éti­
cos que se propone cumplir, como son la seguridad en las relaciones 
jurídicas, la justicia y el bien común, ¿es prevalente la satisfacción de 
exigencias meramente teóricas que ya no responden a las modalidades 
nuevas del juicio de Amparo o cumplir las finalidades eminentemente 
prácticas del juicio de Garantías, como son la satisfacción de los dere­
chos públicos subjetivos del individuo? 

Es cierto también, que el juicio de Amparo no puede hacer el mila­
gro de reparar daños inevitables, restituyendo, por ejemplo, la vida al 
que fué privado de ella o evitando la privación de libertad ya sufrida; 
pero tampoco hay que olvidar que, a través de la suspensión del acto 
reclamado, nuestro juicio de Amparo tiene una doble función, repara­
dora por un lado y preventiva por otro. Cuando el amparo restituye al 
<:[uejoso en el goce de la garantía individual violada, lo que hace es repa­
rar el acto en lo que lleva ejecutado; pero otras veces la suspensión de­
tiene la ejecución del acto desde antes de que éste se inicie, es decir, 
cuando apenas ha sido ordenado, y esta función preventiva es mucho 
más importante. 

Incuestionablemente es más efectivo prevenir que remediar. Es pre­
ferible evitar que se inicie el acto violatorio de los derechos del indivi­
duo a remediar el acto ya ejecutado, lo que en muchas ocasiones no será 
posible y en otras se hará después de un procedimiento costoso y de len­
titud desesperante, que puede trocarse en tardío e ineficaz por ya no 
interesar al quejoso, resultando una mera ficción aquello de "restituir 
al quejoso en el goce de la garantía individual violada". 

Naturalmente que habrá casos en los cuales el acto se realice con 
gran rapidez al grado de hacer imposible la intervención oportuna de 
la suspensión, dando lugar a que se consume irreparablemente, casos en 
los que no sólo es impotente el amparo sino cualquiera otra fuerza hu­
mana y que hacen decir al maestro Vicente Peniche López en sus Apun­
tes taquigráficos de Amparo, que éste no es una fórmula taumatúrgica 
que opere el milagro de resucitar muertos. 

El amparo no puede realizar imposibles, no se puede esperor que 
remedie lo consumado irreparablemente como el caso del que ha sido 
privado de la vida o del que en la prisión ha sido sometido a tormento, 
menos aún si se tiene en cuenta que estos actos se consuman en un mo­
mento y, con frecuencia, al margen de la ley. Mas si se piensa en todos 
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aquellos casos en que es posible evitar al individuo un daño inminente" 
entonces surgirá majestuosa la función preventiva de la suspensión, in­
terviniendo rápida y oportuna para lograr que el juicio de Amparo se:! 
realmente un medio de protección. 

El amparo, para los actos que se consuman en breve tiempo, fun­
cionará exclusivamente a los efectos de la suspensión y ésta, según 
ya se dijo y de acuerdo con los principios científicos que rigen en la 
materia, no debe concederse, porque engendraría efectos restitutorios, 
haciendo veces de un amparo provisional que dejaría sin materia el jui­
cio de Amparo. En estas condiciones y sin tomar en consideración el que 
la suspensión engendre o no efectos restitutorios, el problema consistirá. 
en conciliar el interés de los particulares en peligro inminente de ser 
lesionado con el interés de la sociedad igualmente protegido por las le­
yes, en el caso concreto, por la fracción II del artículo 124 de la ley de 
Amparo, que condiciona la procedencia de la suspensión del acto recla­
mado a que no se siga perjuicio al interés general ni se contravengan 
disposiciones de orden público. 

Pero determinar el interés general es uno de los problemas más ar­
duos del derecho, problema que se agrava más aún con la circunstancia 
de que "el interés general", "interés social", "interés estatal o "interés 
colectivo", como también se le llama, es un concepto bastante vago, no 
precisado ni en la doctrina ni en la jurisprudencia, lo que motiva que 
sólo pueda determinarse casuísticamente, es decir, en cada caso concreto 
en que surja la oposición con el interés ae los particulares. La satisfac­
ción de las necesidades colectivas que el Estado tiene encomendadas es 
el obstáculo más serio para que en todo caso se conceda la suspensión 
cuando hay el peligro inminente de un daño a los particulares. 

Mi punto de vista no es sostener que, en todo caso, de manera abso-· 
luta, se otorgue la suspensión. Bien es cierto que se orienta a conseguir 
una mayor liberalidad de la suspensión del acto reclamado, para lograr 
que el amparo sea más eficaz en la protección del individuo; pero sin 
olvidar por eso que frente al interés del individuo está el interés de la 
colectividad, que condiciona concretamente el otorgamiento de la suspen­
sión. Pues bien, mi criterio es en el sentido de que, como regla general, 
se conceda la suspensión contra actos que se consuman en plazo peren­
torio, sin importar el principio doctrinal de que no debe engendrar 
efectos restitutorios y que sólo se niegue en aquellos casos concretos en 
que el interés social sea notorio, evidente; pues sería absurdo que tra­
tándose de disposiciones que tienden a evitar un peligro a la sociedad,. 
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.se protegiera a un particular que pretendiera, a través del juicio de 
Garantías, que se suspendiera una prohibición de · esta naturaleza, ale­
gando sus derechos a la libertad de comercio, trabajo, etc. 

La ley de Amparo restringe la suspensión del acto reclamado cuan­
do está presente un interés social notorio. En materia de trabajo tenemos 
el artículo 174, que protege al trabajador, disponiendo que si es el traba­
jador el que obtuvo laudo favorable, sólo se concederá la suspensión en 
lo que exceda de lo necesario para asegurar su subsistencia, y en mate­
ria de cobros fiscales, dispone el artículo 135 que .se concederá la suspen­
sión previo depósito de la cantidad que se cobre. Indiscutiblemente que 
en estos casos está presente y es notorio el interés de la sociedad, cual es 
el que el trabajador no muera de hambre, y el interés estatal en disponer 
oportunamente de los fondos indispensables para atender las necesida­
des y servicios públicos que le están encomendados. 

Pero hay que tener presente que el interés social puede ser esgrimido 
como un simple pretexto, que no siempre estará presente y que vivimos 
una época de desquiciamiento moral completo, particularmente en nuestros 
órganos administrativos, donde abusan de su autoridad desde el más insig­
nificante agente de policía hasta el más encumbrado funcionario, a quie­
nes protege aún inexplicable impunidad. 

Frente al gobernado inerme, sujeto de los derechos públicos subjeti­
vos, se encuentra el gobernante que, disponiendo de la fuerza pública y de 
medios económico-coactivos, hace cumplir imperiosamente sus manda­
tos y está en condiciones de exigir a los particulares la responsabilidad 
civil o penal en que hayan incurrido. En cambio, los particulares frente 
a las autoridades que flagrantemente violan sus derechos a que se les 
respete la vida, la libertad personal, de traba jo, de comercio, de trán­
sito, de asociación, de imprenta, de cultos, etc., difícilmente lograrán 
se les reparen los daños causados, ya que si en el más favorable de los 
casos logran que el abuso se impute a persona determinada, se encontra­
rán con una ley de Responsabilidades de empleados y funcionarios de 
la federación que no lograrán se aplique a personas de influencia; y 
si no logran que el daño causado sea imputado a persona determinada, 
entonces ni siquiera tendrán un simulacro de juicio por la imposibilidad 
de llegar al Estado exigiéndole responsabilidades, debido a que no hay 
tribunal competente para enjuiciarlo en esta materia. 

Finalmente, el Lic. Ricardo Couto, en su libro La Suspensión del 
Ac;'o Reclamado en el Amparo, plantea tres casos de actos que verifi-
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.cándose en breve tiempo dejan sin materia el juicio de Amparo, por la 
imposibilidad de que éste se resuelva en tiempo tan breve. 

Uno de estos casos es el que se refiere a un conocido empresario de 
,espectáculos públicos que se quejó contra la disposición del Gobernador 
del Estado de México, prohibiéndole dar una corrida de toros anunciada 
para una fecha muy inmediata a la de la presentación de la demanda. 
Otro caso es el de un procesado a quien se le niega la libertad caucional 
a que tenía derecho conforme a la fracción 1 del artículo 20 constitucio­
nal; y el tercero es el de un agricultor que pide amparo contra la orden 
arbitraria de un presidente municipal, que le impide levantar la cosecha 
que tiene en determinado terreno de su propiedad. 

En los dos primeros casos, la Corte negó la suspensión arguyendo 
'que si se concediera, el quejoso obtendría de antemano el objeto que 
perseguía con el amparo, quedando éste sin materia; en el tercero, que 
no se llevó a la Corte sino que el Lic. Couto pone como un caso posible, 
dice, con razón, que la Corte negaría la suspensión por las mismas 
razones. 

Continúa el Lic. Couto: "No negamos que en los casos propuestos, 
concediéndose la suspensión el amparo queda prácticamente sin materia, 
porque el quejoso obtiene con aquélla lo que buscaba por medio del 
amparo; pero no es menos cierto que negándola, el amparo también que­
da sin materia". Concluye decidiéndose porque la suspensión se conce­
.da, pues lo contrario sería la negación misma del amparo, ya que si 
éste es una institución eminentemente práctica, creada para garantizar 
al individuo el goce real y positivo de sus derechos, lo contrario haría 
del amparo un mero recurso de escaparate. 

El Lic. Couto hace ver, poniendo de relieve la importancia de la 
suspensión, que si ésta no constituye un amparo provisional en cuanto 
a que sus efectos son más limitados por no nulificar el acto, sí lo cons­
tuye en cuanto a sus resultados prácticos de anticipar sus efectos pro­
tectores, poniendo temporalmente al quejoso bajo la protección de la ley 
y en el goce de la garantía individual violada. 

De acuerdo con las ideas del Lic. Couto, sólo planteo a continua­
ción la situación del particular en la esfera administrativa, donde a mi 
modo de ver son más frecuentes estos actos de autoridad que se realizan 
en breve tiempo, con la circunstancia, además, de tener menos medios 
.de defensa. 
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, Para m¡lyprapoyo a mi pu~to de.vi~ta, es preciso agregar que, la 
mayoría de los actos que se consuman en :bnlve plazo se dan en la ~sf.eJ:a 
administrativa y q~~ , ll~~~tsa~ente Ja"justici,a administrativa, PX"~caria 
aún en nuestr.o país, d~ja a)os parti,c~lares ~ri absol~to es~adq}~ },~¡9~­
fensión. Efectivamente, corno .. cons,ecuencia de los fin~s político~ iIf1P-Ü­
citos en la actividad admini~ttátiva, ésta re,sulta siempre una JuÍlci?n 
estatal menos vinculada a lanó'rma jurídica que la,' función ju¡'¡~d~':;CiQ­
nal, pudiéndose dar casos de" abierta pugna entre la norma jurid'i~a : y 
los filies metajurídicos que la administración debe realizar. - , 

Bien es cierto que la administraCión debe esforzarse por acatar las 
normas jurídicas, pero no puede limitar su actividad a esa finalidad 
única; su actividad se desbordá en el mundo de la política, que tieride a 
satisfacer la~ necesidades superiores del Estado, fuera de todo ' cóntrol 
jurisdiccionál. Basta pensar en todos aquellos actosdiscrecionáles, fuéra 
de todo control jurisdiccional, en los cuales existe una incompatibilidad 
notoria entre el cumplimiento de la ley y la realización de un postulado 
social, de interés público inaplazable. 

De ' la urgencia de las necesidades sociales que la adniinistra'Hón 
tiene encomendadas ' deriva el carácter ejecutivo del acto administrativo, 
pues todo ácto que emana del Estado está amparado por una presun,dó'ñ 
de legitimidad, presunción que, a su vez, tiene su fundamento enl1t ra­
zón de que no satisfaciendo la administración intereses propios sino los 
intereses súperiores de}' Estado, tio tiene motivos 'para violar lá noriÍla 
jurídica. " '.'o 

A esto se debe que la administración se haga justicia por sí misma, 
imponiendo sus resoluciones por la vía coactiva y sin requeri'r la' inter­
vención previa del árgano jurisdiccional, la que, en última instaúcia, 
tendrá lugar a posteriori~ ya que la urgencia de las necesidll11es' Coléc­
tivas que la administraCión debe cumplir no admIten la demoia' 'dE!' un 
juicio previo. 
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La situación del individuo es más precaria aún, si pensamos en que 
el artículo 14 constitucional, que establece las bases para la interpre­
tación y aplicación de las leyes civiles y penales, no toma en considera­
ción las leyes administrativas y, respecto a la garantía de audiencia, 
que según ejecutorias de la Corte y la misma doctrina se hace extensiva 
a la materia administrativa, es de aplicación poco frecuente, ya que en 
esta materia las resoluciones no son el resultado de un juicio previo, 
sino que la mayoría de las veces, éste es posterior. 

A todo esto agreguemos la carencia de un código de procedimientos 
administrativos y la consecuente incertidumbre del particular respecto 
a recursos, términos y en general a todo lo concerniente a un procedi­
miento preciso para su defensa_ 

Es cierto que en algunas materias en particular existe una regla­
mentación bastante completa a este respecto y hasta funcionan tribuna­
les como el Fiscal y el Tribunal de Arbitraje; pero siendo la actividad 
administrativa bastante extensa y abarcando día a día más sectores de 
la vida social, es indispensable un precepto constitucional que estatuya 
un recurso que permita impugnar las resoluciones administrativas. 

Verdad es que el derecho de petición, estatuído en el altículo 8 
constitucional, permite al particular ocurrir a las autoridades, pero esto 
no constituye un recurso, ya que sólo obliga a la autoridad a dar una 
respuesta y nunca estudiar a fondo la resolución impugnada y menos 
aúna anularla, revocarla o modificarla en el sentido en que 10 desee 
el particular. 

La autoridad administrativa, por otro lado, es parte en las situa­
ciones jurídicas que crea y asegura menor imparcialidad que las judi­
ciales, pues éstas obran por encima de la contienda, persiguiendo la paz 
en las relaciones sociales, en tanto que la administración persigue siem­
pre objetivos propios que rebasan la limitación jurídica contenida en 
la ley. 

Esta situación, bastante desventajosa ya, se agrava con la tragedia 
de nuestra triste realidad social, en la que imperan el soborno, el co­
hecho y toda clase de violaciones a la ley como verdaderas enfermeda­
des sociales, lastres crónicos que ar,rastra nuestro país desde tiempos 
inmemoriales. Vivimos aún épocas de cacicazgos, de satrapías de pro­
vincia, feudos políticos donde se viola flagrantemente la ley, donde no 
se respetan los más valiosos derechos del individuo y se cometen los 
más escandalosos delitos colectivos por funcionarios fatídicos a los que 
ampara la más vergonzosa impunidad, la que impulsa a nuevas y más 
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despiadadas arbitrariedades. La afirmación de que la administración, 
por los fines políticos implícitos en su actividad, cuando viola la ley lo 
hace siempre con miras a la satisfacción de los intereses superiores del 
Estado, no pasa de ser un hermoso enunciado, desgraciadamente en com­
pleto divorcio con nuestra deprimente realidad social. 

Dada esta situación de desamparo en que se encuentra el particular 
frente a las autoridades administrativas, la defensa efectiva de sus dere­
chos sólo puede encontrarla en el juicio de Garantías, a través del cual, 
además de la mayor seguridad que le ofrece un juez federal, tendrá la 
protección oportuna de su institución mater: la suspensión del acto re­
clamado. 

El Lic. Antonio Carrillo Flores, en su obra La Defensa Jurídica de 
los Particulares frente a la Administración Pública en México, plantea 
esta doble situación: en nuestra justicia administrativa, el particular tiene 
dos caminos a seguir para eliminar el acto administrativo lesivo; uno de 
ellos es lograr la declaración de invalidez del acto administrativo, que 
vuelve, jurídicamente, las cosas a su estado anterior; el otro es la repa­
ración patrimonial del daño o perjuicio sufrido por el particular con la 
resolución administrativa que lo agravia. En el primer caso, el particular 
se enfrenta al órgano del Estado, alegando que obró fuera de su compe­
tencia o quebrantó la ley; en el segundo, el particular no contiende con 
el órgano del Estado, sino con el Estado mismo, como entidad jurídica, 
pues lo que busca el particular es que los fondos del estado se desafecten 
del fin a que están destinados y se dediquen a la reparación concreta del 
daño que le ha causado su proceder ilegítimo, al agraviar su vida, su 
propiedad, libertad, etc. 

Ahora bien, en este terreno de responsabilidades del Estado, entre 
otros graves problemas surge el de que en México no existe el tribunal 
competente para enjuiciar al estado, como en los Estados Unidos del Norte 
existe la Courf of Claims y en Francia el Consejo de Estado. 

En la obra citada, el Lic. Carrillo Flores cita tres casos en los que, 
mediante leyes dictadas especialmente para proveer de fondos al estado, 
se indemnizó a personas dañadas por el proceder ilegal o arbitrario 
de aquél. Por resoluciones de la Court of Claims, el Congreso expidió 
una ley (Private Bill) que concedió una indemnización de mil dólares 
a una joven atropellada por un camión de Correos; otra ley fijó una 
indemnización a una persona arrestada sin motivo y objeto de medidas 
confiscatorias, y una tercera ley fijó una indemnización de 90 dólares -
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al. due.~~ d~ ~na propiedad d~ñada por una explosión . e.n la eS~,ción m~-
grllt<h'ia" del! ~taten Island, en Nueva York. , . " . , . 
, ' : . '. ' - " . ' '! 1 i ~: . '. ;'.. . , 

EnF~an,cia, el Consejo de Estado es un tribunal que .garantiza n9 
sqlo la anulación del acto administrativo sino también la reparación 
patrimonial por parte del Estado, y más aún, a través de la doctrina ela­
borada con el nombre de "culpa del servicio público" nq es necesario 
que, el daño causado al particular esté vinculado a una person~ determi­
na.da: basta que se demuestre el proceder arbitrario o culposo del servicio 
y el daño causado para que el particular tenga derecho a una resolución 
favorable. 

En México, a través del artículo 1928 del Código Civil vigente, se 
establ~ce la responsabilidad del Estado, pero ésta de manera subsidiaria, 
con el inconveniente de que hay que hallar a un responsable directo, 
es decir, no basta una simple deficiencia del servicio, es necesario que 
~~té vinculada a una persona determinada, y después, hallado el respon­
sable directo, es preciso hacer excusión de sus bienes y todavía, si por 
tribumllcompetente se logra la condena, no podrá hacerse rilás' que obie­
rter la notificación del fallo a la autoridad administrativa p1n·a que 6sta, 
dentro de la órbita de sus atribuciones; proceda al cumpliiniento de lo 
resuelto, pero sin que en ningún caso sea posible tomar medida' ejecutiva. 
Es decir, por falta de provisión de fondos en nuestros preslipuestospai'a, 
estos casos de responsabilidades del Estado, no sería 'posible dar cum­
plilhiento a una sentencia condenatoria para el mismo y aun en caso 
de qUl}' hubiera esta provisión se tropezaría con el problema de que no 
hay, en nuestro país, el tribunal competente para enjuiciar al· Estado en 
materia de responsabilidades administrativas, por el proceder ilegítimo 
o arbitrario de sus funcionarios o por simple culpa en el servicio. 

Dada esta 'situación de precaria justicia en materia administrativa, 
tanto por IO i,que se refiere a la anulación del acto administr·ativo lesivo 
cuanto p01:JO que ·se refiere al enjuiciamiento del Estado para .lograr ,la 
reparación patrimonial, el .. particular sólo tiene, como · único medio de 
d..densa, el ocurrir al juicio constitucional. 

Pero nuestro Amparo en materia administrativa no ha sido amplia­
mente reglamentado. La frflcción IX del artículo 109 constitucional ape­
;IlJlS alude a él indirectamente, al hablar de actos de autoridad distinta 
de, la judicial, yeso, únicamente para atribuir competencia en esos am-
paros a los jueces de distrito. ; 
: . '. ' Nuestra ley de Amparo en vigor sólo trata brevemente de amparo 
administrativo en aníc1,l}os aislados. En el artículo 59, fracción I11,inci-
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so e, define el tercero perjudicado en materia administrativa, diciendo 
que es tercero: "La persona o personas que hayan gestionado en su 
favor el acto contra el que se pida amparo, cuando se trate de provi­
dencias dictadas por autoridades distintas de la judicial o del trabajo". 

En el caso concreto, relacionado con el presente traba jo, nuestra 
ley de Amparo, en su artículo 73, fracción XV, prescribe que será im­
procedente el juicio de Amparo "contra actos de autoridades distintas 
de las judiciales, cuando deban ser revisados de oficio, conforme a la 
ley que los rija, o proceda contra ellos algún recurso, juicio o medio de 
defensa legal, por virtud del cual puedan ser modificados, revocados o 
nulificados, siempre que conforme a la misma ley se suspendan los 
efectos de dichos actos mediante la interposición del recurso o medio 
de defensa legal que haga valer el agraviado, sin exigir mayores re­
quisitos que los que la presente ley consigna para conceder la suspen­
sión definitiva". 

Ahora bien, la autoridad administrativa está en posibilidad de 
proceder oficiosamente, revisando sus actos y anulándolos para subs­
tituirlos por otros, por medio de la revocación; pero esto es facultativo, 
y, en última instancia, el nuevo acto puede ser o no favorable al par­
ticular. 

Finalmente, en materia administrativa el recurso no sería suspen­
sivo por la naturaleza propia del acto administrativo, al que ampara 
una presunción de legitimidad, presunción que se basa en el interés 
público que tiende a satisfacer todo acto de administración y, por tan­
to, no siendo el recurso suspensivo, no es obligatorio agotarlo de acuer­
do con el contenido del artículo 73, fracción XV de la ley de Amparo 
y será procedente inmediatamente el juicio de Garantías para impugnar 
cualquiera decisión administrativa. 
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CONCLUSIONES 





f . : ¡ 

Teniendo en consideración la naturaleza de los actos de autoridad 
que se consuman en plazo perentorio, la situación precaria del parti­
cular frente a la Administración donde abundan estos actos, la doctri­
na elaborada en torno de la suspensión y la función tutelar de los 
derechos del individuo encomendada al juicio de Amparo, llego a las 
siguientes conclusiones: 

1. Los actos . de autoridad que se consuman en plazo perentorio son, 
generalmente, resoluciones que provienen de la autoridad admi­
nistrativa_ 

11. Estas resoluciones administrativas son actos aislados, en los que 
el particular no ha tenido oportunidad de ser oído en un juicio 
previo, el que, de haberlo, será a posteriori, cuando ya el acto re­
clamado se ha consumado irreparablemente_ 

111. Por estas circunstancias, tratándose de actos que se consuman en 
plazo perentorio, el particular sólo encontrará una defensa efecti­

va a través de la suspensión en el juicio de Amparo. 

IV. En el juicio de Amparo, la suspensión, según la doctrina, no de­
be concederse en este caso, porque se le darían efectos restituto­
rios que son exclusivos de la sentencia de amparo. Pero también 
es cierto, que debiendo la suspensión conservar la materia del am-
paro y evitar daños irreparables al quejoso, al negarse no llenará 
esta función, porque el acto reclamado se consumará irreparable­
mente y se causarán al quejoso daños irreparables. 

V. Como una necesidad urgente para la defensa real del individuo y, 
respondiendo a los fines prácticos que persigue el juicio de Ga­
rantías, la suspensión debe concederse como regla general y sólo 
negarse en aquellos casos concretos en que esté presente un ¡nte-
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rés social notorio, evidente. Pues si bien es cierto que concederla 
es contrario a los principios jurídicos que rigen la materia, por­
que se dan a la suspensión efectos restitutorios, el negarla también 
es contrario a la función misma de la suspensión porque el acto 
se consuma irreparablemente y se causan al quejoso daños irre­
parables. 
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